El Supremo anula el permiso a la cementera de Morata para quemar residuos
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La sala de lo contencioso del Tribunal Supremo ha anulado las autorizaciones ambientales otorgadas por la Comunidad de Madrid en 2013 que permiten a la cementera de Morata de Tajuña quemar residuos no peligrosos. Los magistrados no entran en la conveniencia “Estamos contentos con la sentencia, porque aunque no haya entrado en el fondo del asunto establece como pilar fundamental la participación en los procesos de evaluación ambiental”, explica Jesús Pérez, de Ecologistas en Acción. Comparte la misma opinión Lorenzo Mora, portavoz de la Asociación de Vecinos de Morata de Tajuña. Ambas organizaciones esperan que el Gobierno regional acate la sentencia e impida que se continúen usando las instalaciones para incinerar o no de que se destine la planta a tal uso. El fallo se refiere a un defecto de forma debido a que se produjo una sola fase de información pública para dos procedimientos diferentes, y eso cercenó la participación ciudadana, tal como denunció Ecologistas en Acción y la asociación de vecinos del pueblo. residuos. Un portavoz de la Consejería de Medio Ambiente señala que desde su departamento están estudiando el fallo y todavía no pueden pronunciarse al respecto. EL PAÍS intentó ayer recabar la opinión de la empresa Portland, propietaria de la planta, sin lograrlo.

/ VÍCTOR SAINZLa fábrica de cementos Portland Valderrivas ubicada en Morata de Tajuña, ayer.
La sentencia del Supremo de 18 de julio advierte que el trámite de evaluación ambiental (que culmina con la declaración de impacto) ha de realizarse con carácter previo a la autorización ambiental. Sin embargo, la Consejería solapó ambos procesos en el caso de la cementera de Morata de Tajuña y ambas autorizaciones se otorgaron en la misma fecha. De esta forma, “no se han satisfecho las exigencias legalmente establecidas”, puntualizan los magistrados.

El procedimiento está así establecido para “informar al público en general” de la existencia de determinados valores ambientales, difundirlos y darles publicidad. “En definitiva, ponerlos en circulación y fomentar de este modo la participación ciudadana”, puntualiza.

El Gobierno regional autorizó en 2013 a la fábrica de cementos Portland Valderrivas —ubicada en Morata de Tajuña— a quemar residuos no peligrosos para sustituir a los combustibles fósiles con los que funcionaba (coque y fueloil). Lo que el Gobierno regional consideró una valorización energética que permitía deshacerse de restos sin que llegaran al vertedero era para los ecologistas y vecinos una incineradora encubierta.

La resolución de la Consejería de Medio Ambiente permitía quemar, entre otros residuos, hasta 50.000 toneladas de neumáticos y 240.000 de lodos secos al año. En opinión de los conservacionistas, la autorización incumplía la normativa estatal y en material de residuos, además de suponer un riesgo para la salud de las vecinas y vecinos del entorno, y la recurrieron.

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid rechazó las razones esgrimidas por ecologistas y vecinos, por lo que acudieron en casación ante el Tribunal Supremo, que les ha dado la razón.

